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REVISIÓN 

JUDICIAL 

procedente del 

Departamento 

de Corrección 

Rehabilitación  

 

Caso Núm:  

4-20727 

 

Sobre: Evaluar 

Plan 

Institucional 

Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores García y el Juez Salgado 

Schwarz 

 

Flores García, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 

2021. 

I. Introducción 

La parte recurrente, el señor Carlos Juan Silva 

Galindo, acude ante este foro apelativo y solicita 

la revocación de una resolución emitida por el 

Comité de Clasificación y Tratamiento del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, en 

adelante el Comité. Mediante la referida resolución, 

el Comité ratificó la clasificación de custodia 

máxima del recurrente.  

Veamos la procedencia del recurso promovido.   

II. Relación de Hechos 

Según surge del recurso promovido, el recurrente 

actualmente se encuentra confinado en la Institución 

de Máxima Seguridad de Ponce, extinguiendo una 

sentencia de reclusión de trescientos treinta y 

cinco (335) años.  
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El 28 de enero de 2021, como parte del proceso de 

evaluación de clasificación del recurrente, el 

Comité se reunió y llegó a las siguientes 

determinaciones de hechos: 

El Sr. Carlos Juan Silva Galindo fue 

sentenciado por el Tribunal de Ponce el 22 

de septiembre de 1987 a cumplir 6 años por 

Robo[,] enmendado a Apropiación Ilegal 

Agravada, 3 años por delitos por Art. 8 Ley 

de Armas (Portación sin licencia de armas 

cargadas) y 1 año por Art. 6 Ley de Armas 

(Posesión de armas sin licencia). 

En la fecha 20 de diciembre de 1989 se 

evade de la Institución Centro Detención de 

Guayama. 

El 3 de diciembre de 1990 el Tribunal de 

Guayama lo sentenció a 8 años por Robo, 5 

años en cada caso de Art. 8 Ley de Armas 

(Portación sin licencias [sic] de armas 

cargadas) (3cs) y 2 años por Fuga rebajado 

a Tentativa de Fuga. 

El 17 de diciembre de 1990 el Tribunal de 

Ponce lo sentenció a cumplir 6 años por 

Apropiación Ilegal Agravada.  

El 13 de febrero de 1991 el Tribunal de 

Ponce lo sentenció [a cumplir] 144 años 

naturales por Asesinato en Primer Grado y 

20 años en cada del Art. 8 Ley de Armas y 

Art. 6 Ley de Armas. 

El 2 de octubre de 1991 el Tribunal de 

Ponce lo sentencio [sic] a 18 años por 

Asesinato 1er grado[,] enmendado a 2do 

grado, 5 años por Art. 8 Ley de Armas y 3 

años por Art. [sic] Ley de Armas.  

El 15 de octubre de 1991 el Tribunal de 

Ponce lo sentencio [sic] a 3 años por 

Recibo y transportación de bienes 

apropiados ilegalmente y 1 año 6 meses por 

Art. 6 Ley de Armas.  

El 12 de diciembre de 1992 el Tribunal de 

Ponce lo sentencio [sic] a 6 meses por 

Amenaza o intimidación a Testigos enmendado 

a Amenaza (MG).  

El 8 de abril de 1992 el Tribunal de Ponce 

lo sentencio [sic] a 4 años 6 meses por 

Art. 8 Ley de Armas y 6 meses por Art. 6 

Ley de Armas.  

El 30 de septiembre de 1993 se evidencia 

evasión de Institución Centro de Detención 

de Guayama.  

El 27 de enero de 1994 del [sic] Tribunal 

de Ponce lo sentencio [sic] a 99 años, más 
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44 años y 6 meses en cada caso de Asesinato 

1er grado con Reincidencia (5 casos, hechos 

cometidos en 3 días diferentes), 60 años 

más 30 años en cada caso de Secuestro con 

Reincidencia (2 casos), 30 años en cada 

caso de Art. 8a Ley de armas (Delito 

Agravado) (2 casos), 20 años más 10 años 

por Art. 8 Ley de armas con reincidencia 

(en sentencia enmendada el 30 de mayo de 

1997), 18 años más 9 años por Art. 5 Ley de 

Armas con Reincidencia (Posesión, uso 

ametralladora), 7 años 6 meses en cada caso 

de Art. 8 Ley de armas (8 casos), Art. 11 

Ley de armas (Número de serie mutilado) (4 

casos) y Art. 6 Ley de armas, 7 años por 

Art. 5 Ley de armas, 6 años en cada caso de 

Art. 6 Ley de armas (7 casos), 4 años más 2 

años por Art. 6 Ley de arma (en enmienda 

del 30 de mayo de 1997).  

 

En base a estas determinaciones, el Comité 

ratificó la custodia máxima del recurrente; 

fundamentó su determinación en que: 

Como medida de tratamiento. Al aplicar la 

escala de Reclasificación de custodia 

arroja una puntuación equivalente 

cualitativamente a mínimas restricciones. 

Se hace uso de modificación discrecional 

para un nivel de custodia más alto, 

historial de violencia excesiva toda vez 

que: fue hallado culpable por 7 muertes, 

perpetradas en diferentes ocasiones, 

mediante el uso ilegal de armas de fuego. 

Confinado fue sentenciado con reincidencia 

en Asesinato y Secuestro. Extingue 

sentencia de 335 años. Máximo pautado para 

el 24/diciembre/2282. Mínimo de sentencia 

pautado para dentro de 65 años. Además, se 

hace uso modificación: desobediencia ante 

las normas tomando en cuenta su conducta 

durante su confinamiento. Se evadió el 

sistema carcelario por lo que cuenta con 

sentencia por delito de Fuga, rebajado a su 

Tentativa. Por motivos de seguridad el 

confinado se encontraba cumpliendo su 

sentencia en la Jurisdicción Federal, 

ingresa a la Institución actual el 

15/septiembre/2016. Durante el tiempo en 

Máxima Seguridad de Ponce incurrió en actos 

de indisciplina por Código 109 (Celular). 

Lo que además de un acto prohibido 

constituye a [sic] un acto ilegal. Se 

evidencia rehusó a comparecer entrevista 

seguimiento. El CCT toma conocimiento que 

durante el periodo evaluado no se 

evidencian nuevos actos de indisciplina, 

posee cuarto año. También es de 

conocimiento que Continúa integrado en 
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terapias Aprendiendo a Vivir Sin Violencia, 

Tratamiento necesario dado la naturaleza de 

los hechos por los cuales se encuentra 

confinado. Estas terapias nos ofrecerán un 

perfil más claro [y] así tener la garantía, 

mínima, para considerar una custodia menor 

y que el confinado pueda tener un 

funcionamiento adecuado. De esta manera 

continuar desarrollando ajustes positivos 

en pro de su rehabilitación. Por lo antes 

expuesto el CCT determina que el confinado 

deberá permanecer en custodia actual, 

deberá demostrar una conducta consistente 

en pro de su rehabilitación y cumplir con 

la totalidad de su plan institucional 

asignado. Ubicación actual. Posee 4to año. 

Vacantes son limitadas. Formalmente 

integrado el 30/enero/2020, al momento el 

grupo permanecer constituido y no ha 

culminado tratamiento. [Énfasis nuestro]    

 

Inconforme que esta determinación, el 

recurrente presentó una solicitud de 

reconsideración, la cual fue denegada. Aun 

inconforme, el recurrente presentó el recurso de 

revisión judicial ante nosotros en el que alega que 

el Comité incidió en los siguientes errores:  

ERRO [sic] EL COMITÉ AL RATIFICAR EL NIVEL 

DE CUSTODIA AL RECURRENTE AUN CUMPLIENDO 

CON TODOS LOS CRITERIOS Y ELEMENTOS 

EXIGIDOS SEGÚN LOS REGLAMENTOS ADOPTAODS 

POR LA AGENCIA.  

ERRO [sic] EL COMITÉ AL IMPEDIR 

CAPRICHOSAMENTE EL DERECHO AL PRONTO 

DISFRUTE DE LIBERTAD, TODA VEZ QUE LOS 

PROGRAMAS DE DESVÍOS, CAMPAMENTOS Y LA 

JUNTA DE LIBERTAD BAJO PALABRA EXIGEN COMO 

CRITERIOS PARA SER CONSIDERADOS A ESOS 

BENEFICIOS EL ESTAR EN EL MENOR NIVEL 

RESTRICTIVO DE SEGURIDAD DE CUSTODIA (14 

L.P.R.A SECC. 1112). 

ERRO [sic] EL COMITÉ AL RESALTAR EL CASO 

DEL 89, SE HABIA DADO PROBATORIA [por] SER 

MENOR DE EDAD Y POR SER [el] PRIMER CASO. 

SOLO SE ENFOCA EN LOS CASOS QUE YA VAN PARA 

31 AÑOS, RESTANDO EL MERITO AL AJUSTE TANTO 

EN PUERTO RICO Y ESTADOS UNIDOS Y LA 

TRANSFORMACIÓN DE RECURRENTE[.] 

ERRO [sic] EL COMITÉ AL UTILIZAR COMO 

MODIFICACIONES DISCRECIONALES “HISTORIA DE 

VIOLENCIA EXCESIVA”. ESTO SE PUEDE 

PROLONGAR POR DÉCADAS COMO HA SUCEDIDO EN 

ESTE CASO. ELLO EN NAD[A] PROPENDE Ó [sic] 
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PROMUEVE EL MANDATO CONSTITUCIONAL QUE LE 

IMPONE EL DEPT. DE CORRECCIÓN FOMENTAR LA 

REHABITACIÓN [sic] DE RECURRENTE.   

 

Hemos examinado cuidadosamente el contenido del 

expediente para este recurso y deliberado los 

méritos de esta Revisión Judicial entre los jueces 

del panel, por lo que estamos en posición de 

adjudicarlo conforme al Derecho aplicable. 

III. Derecho Aplicable 

A. El sistema de clasificación de confinados 

 

La Sección 19 del Artículo VI de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico dispone que “[s]erá política pública del 

Estado… reglamentar las instituciones penales para 

que sirvan a sus propósitos en forma efectiva y 

propender, dentro de los recursos disponibles, al 

tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer 

posible su rehabilitación moral y social”. 

De conformidad con este imperativo 

constitucional, así como con la política pública de 

nuestro ordenamiento, el Departamento de Corrección 

y Rehabilitación diseñó un sistema de clasificación 

de custodia que responde tanto a las necesidades 

individuales de cada confinado como a la estabilidad 

y seguridad de la población correccional en general. 

Las normas que rigen este sistema se encuentran 

plasmadas en el Manual para la Clasificación de los 

Confinados, Reglamento Núm. 9151 de 22 de enero de 

2020. 

El objetivo principal del Reglamento Núm. 8281 

es “[e]stablecer un sistema organizado para 
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ingresar, procesar y asignar a los confinados a 

instituciones y programas de adultos del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación. . .”. 

Reglamento Núm. 9151, inciso II, pág. 2. Según la 

política establecida en el reglamento, todos los 

confinados que se encuentren bajo la jurisdicción 

del Departamento estarán clasificados bajo el nivel 

de custodia restrictiva más bajo, según sea 

requerido. Íd., inciso II (1), pág. 2. En virtud de 

lo antes indicado, es responsabilidad del Comité de 

Clasificación y Tratamiento evaluar a cada miembro 

de la población correccional “en lo que respecta a 

sus necesidades, aptitudes, intereses, limitaciones 

y funcionamiento social”.  Íd., Sec. 2 (IV), pág. 19. 

En lo que respecta al proceso de 

reclasificación como tal, este consiste en una 

revisión del nivel de custodia del confinado para 

determinar cuan apropiada es la asignación de 

custodia que tiene al momento de la evaluación.  Íd., 

Sec. 7 (I), pág. 48. La Sección 7 del Reglamento 

Núm. 9151 aclara que el resultado de estas 

evaluaciones no necesariamente significa cambios en 

el nivel de custodia, pues su objetivo primordial es 

examinar la adaptación del confinado y prestar 

atención a cualquier situación que pudiese ocurrir. 

Íd., Sec. 7 (II), pág. 48. 

Nótese que, para poder someter una 

recomendación de reclasificación de un confinado 

sentenciado, el personal del Comité debe cumplir con 

ciertos requisitos. Entre ellos, completar el 

“Formulario de Reclasificación y Custodia”. Íd., 
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Sec. 7 (III), pág. 52. El formulario sirve como guía 

para la clasificación de la custodia del confinado 

en función al puntaje que resulte de los criterios 

allí dispuestos. Ahora bien, el total de puntos que 

resulte del instrumento de reclasificación no es 

determinante al resultado final de la evaluación. 

Esto en consideración a las “modificaciones 

discrecionales”, las que el Comité puede o no usar, 

y las “modificaciones no discrecionales” cuyo uso es 

obligado. El Reglamento 9151 indica que las 

modificaciones discrecionales deben basarse en 

“documentación escrita, proveniente de reportes 

disciplinarios, informes de querellas, informes de 

libros de novedades, documentos del expediente 

criminal o social y cualquier otra información o 

documento que evidencia ajustas o comportamiento del 

confinado contrario a las normas y seguridad 

institucional”. Reglamento Núm. 9151, Apéndice K, 

Sección III (D).  

El Comité utilizó en su evaluación dos de estas 

modificaciones discrecionales, a saber, la de 

“Historial de violencia excesiva” y “Desobediencia 

ante las normas o rehusarse al plan de tratamiento”. 

El reglamento explica que se aplica la modificación 

discrecional de historial de violencia excesiva 

cuando el “confinado tiene un historial documentado 

de conducta violenta, tales como asesinato, 

violación, agresión, intimidación con un arma o 

incendio intencional. . .”. Íd. Por otro lado, la 

desobediencia ante las normas se utiliza cuando el 

confinado “presenta una marcada tendencia a 
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desobedecer las normas y reglas de la institución. . 

. esto puede incluir mostrar desinterés en 

participar de programas de tratamiento y no cumplir 

o rehusarse al plan de tratamiento trazado. . .”. 

Íd.  

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que el 

Comité tiene amplia discreción en asuntos que traten 

sobre la custodia de los confinados, pero esta 

discreción debe ejercerse dentro de los objetivos de 

permitir al confinado rehabilitarse junto a otros 

reos que estén en su mismo nivel de readaptación 

moral. López Borges v. Adm. Corrección, 185 DPR 603, 

608-609 (2012). Por otro lado, la reducción de 

custodia “está condicionada al cumplimiento del reo 

con los requisitos de su plan institucional, que va 

evolucionando durante el encarcelamiento de acuerdo 

con su aprovechamiento del proceso de 

rehabilitación”. Íd., pág. 609. De igual forma, 

nuestro Más Alto Foro dispuso que considerar 

únicamente un factor de la condena al momento 

reclasificar al confinado, como la extensión de su 

sentencia, es un claro abuso de discreción. Íd., 

pág. 611; véase, Cruz v. Administración, 164 DPR 

341, 358-359 (2005).          

B. La Revisión Judicial 

 

Las decisiones de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia 

judicial. Son estos los que cuentan con el 

conocimiento y la experiencia especializada en los 

asuntos que les son encomendados. Véase, Accumail 

P.R. v. Junta Sub. A.A.A., 170 DPR 821 (2007). 
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De esta manera, la revisión judicial de las 

determinaciones administrativas se limita a revisar 

si su actuación fue razonable, y solo cederá cuando 

esté presente alguna de las siguientes situaciones: 

(1) cuando la decisión no está basada en evidencia 

sustancial; (2) cuando el organismo administrativo 

ha errado en la aplicación o interpretación de las 

leyes o los reglamentos que se le ha encomendado 

administrar; y (3) cuando ha mediado una actuación 

arbitraria, irrazonable o ilegal. The Sembler Co. v. 

Mun. de Carolina, 185 DPR 800, 822 (2012). 

IV. Aplicación del Derecho a los Hechos 

En este recurso, el recurrente manifiesta su 

desacuerdo con la actuación administrativa de 

ratificar su custodia en el nivel máximo, pues 

entiende que cumple con los requisitos para 

disfrutar de una custodia menos restrictiva. Aduce, 

además, que la reducción de custodia es necesaria 

para su rehabilitación luego de 30 años de 

encarcelamiento.  

Surge del expediente que el Comité utilizó dos 

criterios discrecionales para llegar a su 

determinación, el “Historial de violencia excesiva” 

y la “Desobediencia ante las normas o rehusarse al 

plan de tratamiento” del confinado, para mantener la 

clasificación de custodia del recurrente. El Comité 

indicó entre sus fundamentos, que el recurrente 

cuenta con una sentencia por tentativa de fuga; 

además, ha incurrido en actos de indisciplina, como 

la posesión de un celular, y rehusarse a comparecer 

a la entrevista de seguimiento. De igual forma, el 
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Comité recomendó que el recurrente completara sus 

programas de ajuste antes de conceder una custodia 

de menor grado. 

Como vemos, el Comité no fundamentó su 

determinación únicamente en algún elemento de la 

condena del recurrente, sino que sopesó distintos 

factores de su comportamiento durante su 

confinamiento, por lo que no abusó de su discreción. 

Cruz v. Administración, supra, págs. 358-360. 

Además, el Comité mencionó que el recurrente se 

rehusó a asistir a una entrevista de seguimiento y 

que no ha completado los programas de ajuste y los 

tratamientos necesarios, tomando en consideración la 

naturaleza violenta de los crímenes por los que está 

encarcelado. Completar los programas es un requisito 

que se debe cumplir antes de que se haga una 

reducción de custodia. López Borges v. Adm. 

Corrección, supra, pág. 611. 

Consecuentemente, no encontramos que el Comité 

haya abusado de su discreción al tomar la 

determinación de ratificar la custodia máxima del 

recurrente. Su determinación se basó en la 

evaluación de diversos factores que, como agencia 

especializada en estos asuntos, merecen nuestra 

deferencia. No vemos razón para obviar la presunción 

de corrección que tiene la resolución recurrida, por 

lo que no hallamos razón alguna para intervenir.          

V. Disposición del caso 

 Por los fundamentos antes expuestos, 

confirmamos la resolución recurrida. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


